Carátula 


COMISIÓN DE VIVIENDA Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL 


(Sesión celebrada el día 7 de mayo de 2019). 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Son las 16:35). 


—Dado que los señores presidente y vicepresidente de la comisión no se encuentran 
presentes, corresponde designar un presidente ad hoc. 


SEÑOR GALLICCHIO- Propongo al señor senador Cardoso. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 
(Se vota). 
—2 en 3. Afirmativa. 
(Ocupa la presidencia el señor José Carlos Cardoso). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 16:36). 
(Ingresa a sala una delegación de Fucvam). 


—Damos la bienvenida a los representantes de Fucvam, señor Mario Fígoli y señora Isabel 
Zerboni, quienes vienen a hablar sobre el proyecto de ley que tenemos a consideración acerca de las 
cooperativas de viviendas. 


SEÑOR FÍGOLI.- Antes que nada quiero agradecer a la comisión por habernos invitado a exponer 
nuestro punto de vista. 


Nuestra organización, que agrupa a unas seiscientas cooperativas de vivienda por ayuda 
mutua e implica unas 24.000 o 25.000 familias, al ser netamente uruguaya —el año que viene cumple 
cincuenta años- refleja los problemas que habitualmente tiene la sociedad en general. Por lo tanto, uno 
de los problemas que tenemos en nuestras cooperativas es el de las relaciones interfamiliares y, entre 
ellos, la violencia de género. 


En ese sentido, nuestros técnicos han venido discutiendo con el ministerio de vivienda la 
manera de encarar este problema desde el ángulo jurídico en relación con la titularidad de la vivienda. 
Los principios del cooperativismo a nivel mundial establecen «un socio, un voto». Entonces, para el 
caso de una pareja, nosotros estamos planteando que la titularidad de la vivienda sea compartida. 


Isabel Zerboni, que es una compañera de nuestra dirección que trabaja específicamente en 
el tema de equidad de género, va a exponer qué es lo que nos parece más importante desde el punto 
de vista político a la hora de abordar esta situación. 


Este es un tema que tiene sus complejidades también desde el punto de vista jurídico, y 
nuestro equipo técnico está trabajando en ello con un grupo asesor. Seguramente en el curso de las 
próximas semanas podamos hacerles llegar un documento como aporte al debate del Senado. 


SEÑORA ZERBON!.- Quiero comentarles cómo surge la discusión en la interna del movimiento. 


En nuestra asamblea nacional de mayo de 2017 decidimos tomar cartas en el asunto en los 
casos de violencia doméstica, es decir, no tolerar las situaciones que venían sucediendo hasta ese 
momento y que conocíamos, pero no teníamos herramientas para intervenir en ellas. Entonces, 
resolvimos comenzar a generar un protocolo, una forma de proceder en la interna del movimiento que 
nos permitiera intervenir. Fue en ese momento en que empezamos a discutir este tema y lo hicimos 
con talleres de formación, con actividades en las cooperativas. 


Inmediatamente después de que se resolvió hacer algo se planteó un bombardeo de 
situaciones de violencia que las cooperativas sabían que existían pero con respecto a las cuales no 
sabían cómo proceder. Entonces comenzamos a intervenir con apoyo de asistentes sociales, de 
abogados, y a generar distintas herramientas en la interna del movimiento en cuanto a cómo 
intervenían las comisiones, cómo se acercaban a las familias y qué posición política tomábamos en 
torno a esto. 


Evidentemente las cooperativas fueron haciendo sus primeras experiencias. Al principio no 
sabíamos cómo llevar las situaciones a las asambleas y cómo proceder a las destituciones, pero se 
empezó a hacer y rápidamente las cooperativas lograron sacar de su padrón social a las personas 
violentas sin que las mujeres quedaran sin sus bienes, porque el principal problema que teníamos era 
que la mayoría de los hombres violentos eran los titulares de las viviendas, y en nuestro movimiento el 
titular es la familia. Entonces, lo que sucedía era que cuando las cooperativas decidían rechazar este 
problema y expulsar a las personas que ejercían violencia, las mujeres y los hijos también perdían 
legalmente el hogar. De manera que tuvimos que empezar a discutir cómo hacíamos para sacar al 
agresor sin que la mujer perdiera la vivienda. En ese marco fue que comenzamos a discutir el tema con 
el ministerio. 


Los primeros casos se resolvieron mediante un acuerdo interno. La cooperativa hablaba con 
la persona, le planteaba que quería que se retirara, y con un poco de presión social se lograba que se 
fuera. En otros casos fue la denuncia lo que ocasionó que el agresor se fuera de la vivienda y que la 
mujer permaneciera en el hogar, pero la denuncia no implica la pérdida de derechos como titular. 
Entonces, el problema que teníamos era que la mujer seguía habitando la casa pero sin derechos ante 
la cooperativa. Esto implicaba que podía asistir a las asambleas pero no tenía oficialmente el voto y no 
tenía el derecho de elegir ni ser elegida. Además no tenía derecho al subsidio a la permanencia en las 
cooperativas, porque corresponde al titular. De manera que la mujer estaba en una situación muy 
precaria: podía sostenerse unos meses pero legalmente hay que tener la cooperativa en regla. 


Entonces, empezamos a ver que la solución era que las mujeres fueran las titulares, lo cual 
reducía en gran parte las posibilidades porque muchas familias están organizadas de otra forma, ya 
que la idea de un titular cuando el integrante de la cooperativa es la familia responde a un concepto de 
jefe de familia, del padre decidiendo sobre el núcleo familiar, y no a lo que se da en la práctica, en que 
muchas veces es la mujer la que está con los hijos y habita la vivienda, mientras la pareja puede estar 
ono. 


Entonces, empezamos a discutir esto y encontramos que la forma de mantener los derechos 
sobre la vivienda es que la mujer también sea titular. Por tanto, llegamos a esta idea de compartir la 
titularidad. Hemos estado viendo que en todos los otros sistemas habitacionales del ministerio o incluso 
la propiedad de cualquier inmueble puede ser compartida. Solo en las cooperativas la titularidad es 
única, lo que es bastante injusto dado que estamos hablando de un sistema que, se supone, es 
horizontal y apuesta a la igualdad y a la inclusión de todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y es solidario. 


SEÑORA ZERBONI.- Exactamente, y establece a la interna de la familia una situación de jerarquía, 
porque si bien a nivel de reglamentaciones ambos cónyuges tienen derecho a la mitad del capital 
social, no son iguales en cuanto a los derechos. Y este es otro problema, porque si bien eso está 
establecido en la ley, si el titular entrega la vivienda la cooperativa le da la plata y él se va, pero no 
tiene la obligación de entregarle el cincuenta por ciento a su pareja. Esto determina que quede de 
rehén, pues en muchos casos él va, devuelve la vivienda y ella queda en la calle. Si bien está lo del 
capital social, no hay forma de exigir. No sé si me explico porque incluso cuando de común acuerdo los 
dos resuelven irse porque quieren separarse, muchas veces él se va con toda la plata y ella queda sin 
nada. 


¿Cuál es el asunto? Si bien está establecido en la ley, no hay ningún mecanismo para 
llevarlo a la práctica. Lo único que tiene la mujer como herramienta es hacerle una demanda con un 


abogado que por lo general no puede pagar. Entonces, también se sale perdiendo en esas situaciones. 
Pensamos que la cotitularidad debe ser llevada a la práctica por ambas partes y que en el caso de una 
situación de violencia doméstica, cuando el juez retire a una de las partes de la vivienda la mujer pueda 
hacer uso de todos los derechos como titular, o sea, que quede ella como tal. Nos referimos a que 
ambos firmen y sean parte del núcleo familiar, pero que en los casos en que uno deja de habitar la 
vivienda la otra parte pueda ejercer los derechos en su totalidad. Esa es un poco la idea que estamos 
pensando. 


También nos parece importante la reglamentación de esta ley porque hay que pensar, por 
ejemplo, cuestiones como el voto —a la interna de las cooperativas es un elemento muy importante 
cómo se decide y se contabilizan los votos— y el tema del capital. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un voto por vivienda. 


SEÑORA ZERBON!.- Es claro; actualmente es un voto por vivienda. En la propuesta del ministerio está 
ponderar el voto. O sea, cada núcleo familiar tendría dos votos. Si son dos personas cada uno tiene un 
voto y si es una sola —también tenemos muchos núcleos monoparentales e, incluso, unipersonales— su 
voto cuenta doble. Es un poco lo que pasa en las asambleas nacionales de federación: el voto es 
ponderado en función de la cantidad de integrantes. 


Esa es una posibilidad. Nosotros manejamos otras, como por ejemplo que cada uno pueda 
tener un voto más allá de si la familia la integran dos cónyuges o uno, porque creemos que en realidad 
somos usuarios y que todos usamos la cooperativa. Entonces, esa podría ser otra posibilidad, pero 
tendrá que ser contemplada por la reglamentación de la ley para que no genere problemas en el 
momento de tomar decisiones. 


En cuanto al capital social sería un buen momento para establecer algunas cuestiones que 
obligue al reparto real del capital social a quien se quede en la vivienda o se vaya. Esto es así porque, 
si no, si bien en los papeles hay un derecho al cincuenta por ciento, siempre se lo termina quedando el 
titular. 


Por otro lado tenemos casos en que las mujeres son las titulares. Nos ha pasado que en una 
sociedad machista la ley también aplica diferente. Cuando es la mujer la titular, como enseguida hay 
abogados de por medio que le exigen a ella el cincuenta por ciento, en algunos casos nos ha sucedido 
que la cooperativa tiene que apoyarla prestándole el cincuenta por ciento para darle a él para que se 
retire del hogar. Incluso, siendo la situación a la inversa, hemos visto casos en que a la compañera 
también le juega en contra porque tanto la cooperativa como su pareja no aceptan el retiro sin ese 
cincuenta por ciento. Entonces a veces con una separación de por medio o una situación judicializada, 
sin el cincuenta por ciento ellos no se retiran y siguen habitando la vivienda. Es un caso claro en donde 
la ley juega desparejo en función de quién está en la situación. Creemos que es momento de 
regularizar lo que está establecido en el decreto, en la ley, e incluso en los estatutos, a fin de llevarlo a 
la práctica para que la casa no termine siendo una excusa o razón para seguir tolerando situaciones de 
violencia. 


SEÑOR FÍGOLI.- Creo que la señora Zerboni fue muy explícita. Nuestro interés es hacer este aporte a 
la comisión para encarar un problema que siempre existió y que hoy lo estamos viendo desde otro 
punto de vista. Afortunadamente, la sociedad uruguaya está viendo esta problemática con otra mirada. 


Como nuestro movimiento está absolutamente legalizado en todos sus términos —además, 
para nosotros es un aspecto muy importante—, creemos que esta filosofía debe reflejarse en ajustes a 
la ley nacional de vivienda y a la ley de cooperativismo, porque también allí va a tener que realizarse 
una intervención técnica para que refleje las nuevas realidades que estamos viviendo en el país. Como 
bien decía la señora Zerboni, estamos trabajando en nuestro movimiento para lograr este fin. En una 
primera instancia lo encaramos de manera artesanal, ya que no podíamos quedarnos cruzados de 
brazos viendo que ocurría algo tan grave. Ahora estamos dando este paso. 


Debemos señalar que hemos realizado un muy buen trabajo junto con los técnicos del 
Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial, especialmente con su Comisión de Género, Vivienda 
y Hábitat. Entregamos una copia de este documento a los señores senadores. 


Como decíamos anteriormente, luego vamos a hacerles llegar algunas ideas elaboradas por 
nuestro servicio jurídico, y esperamos que rápidamente pueda encararse una modificación legal que 


permita —como decía la señora Zerboni— resolver esos asuntos jurídicos y económicos que, en 
definitiva, hacen a la mejor convivencia. 


Queremos agradecerles que nos hayan recibido. 


SEÑORA ZERBONI.- Queremos comentarles que en las cooperativas estamos recibiendo, 
aproximadamente, una denuncia por semana de una situación de violencia doméstica. A decir verdad, 
la federación se entera de esa situación cuando lo que está en juego es la vivienda. A esa altura la 
cooperativa ya intervino, hizo lo que podía hacer, apoyó a la mujer y la acompañó a hacer la denuncia. 
Pero lo que ocurre es que nos encontramos con el problema de que él es el titular y quiere echarla. 
También puede darse el caso de que ella no sea la titular y tenga que pagarle el cincuenta por ciento 
porque, de lo contrario, él la demanda. 


Esa es la razón por la que estamos haciendo esta propuesta. Se trata de una situación que 
se plantea casi diariamente. 


SEÑOR FÍGOLI.- También queremos señalar que tenemos un protocolo de acción para saber cómo 
enfrentar estas situaciones. Lo que sucede es que muchas veces los cooperativistas no sabemos cómo 
enfrentar hechos de ese tipo que, frecuentemente, tienen un alto nivel de violencia. Se lo vamos a 
hacer llegar porque nos parece un aporte muy interesante. 


SEÑORA ASIAÍN.- Quisiera formularles algunas preguntas aprovechando que están aquí. 
¿El título que da el derecho a la cooperativa no es ganancial? ¿No se ganancializa? 


SEÑOR FÍGOLI.- Sí, es ganancial, pero la obligatoriedad del reparto ganancial no está establecida con 
exactitud cuando la pareja se separa. Entonces, muchas veces, la persona que se va lo hace con su 
parte, y si no hay un acuerdo con el otro terminan en un juicio. 


SEÑORA ZERBON!.- Es un acuerdo entre partes. El socio de la cooperativa es la familia, con un 
titular que es el que tiene los derechos. Por tanto, la otra parte depende de que el titular declare su 
existencia o el hecho de que está habitando en esa vivienda. 


SEÑOR FÍGOLI.- Esa situación no está contemplada. 


SEÑORA ZERBONI.- Es por eso que tienen que hacer un acuerdo entre partes. La cooperativa 
entrega el dinero, pero la forma en que lo reparten tiene que acordarse entre ellos. 


SEÑORA ASIAÍN.- Se está reformando una ley vigente, pero justo en el ámbito de la cooperativa hay 
una laguna, un vacío, y no está protegido este tipo de derecho ya sea de la mujer o, en su caso, de la 
parte más débil. En el resto de las relaciones todo se ganancializa y está mucho más claro, por lo que 
evidentemente hubo alguna falla en la normativa anterior que hace que no esté tan claro para quien va 
a aplicar la norma, sea el servicio de asesoramiento jurídico que tienen, o los cooperativistas. Esto 
debería ser ganancial de entrada y una persona no debería reclamar un 50 % como condición a la otra 
para irse o para entregar; me rechina un poco que sea así. 


Entonces, me parece que ese debe ser un punto para dejar muy en claro en el momento de 
legislar; personalmente no vi que esto estuviera incluido en el proyecto de ley. Entonces, creo que si 
van a traer un documento deberían incorporar ese aspecto y clarificar que se sigue el régimen general, 
más allá de que después haya dificultades en la aplicación, porque, como decía la señora Zerboni, lo 
aplican seres humanos y se puede fallar, pero si está más claro es más difícil que eso suceda. 


Por otra parte, ¿cómo plantean ustedes que se instrumentaría el tema de la cotitularidad? 
Pregunto esto porque en la dinámica, a veces, lo plantean a través de algún convenio, etcétera. 


SEÑORA ZERBON!I.- Nosotros somos cooperativas de uso y goce. El derecho que tenemos al 
asociarnos no es de propiedad, no es que nos pertenece una parte de la cooperativa o determinada 
casa, sino que como asociados ganamos el derecho a usar la vivienda. Entonces, lo pensamos en este 
sentido: al momento de asociarse, la persona es titular y puede compartir o no con alguien más —con 
otro titular— una unidad habitacional y tener los mismos derechos y obligaciones que existen hasta hoy. 


Una de las cosas que veníamos discutiendo es que si los dos son titulares, ambos tienen que ir a la 
asamblea, no es que va el núcleo familiar y lo puede representar uno u otro. Ambos titulares tienen la 
obligación de ir a la asamblea y, por lo tanto, pueden tomar decisiones, votar, intervenir y formar parte 
de las comisiones. 


Lo que queremos es modificar el contrato de uso y goce para que en lugar de ser firmado por 
una de las partes, lo hagan las dos, con los mismos derechos y obligaciones. Sabemos que a la interna 
de las cooperativas esto va a mover mucho en cuanto a las formas y acuerdos de funcionamiento, 
porque estamos muy acostumbrados a que la socia sea la familia, la unidad habitacional y con esta 
modificación los socios pasarían a tener cada uno de ellos los mismos derechos, deberes y voto. 


SEÑORA ASIAÍN.- ¿Eso se haría mediante un agregado al contrato? 


SEÑOR FÍGOLI.- Claro, en el estatuto de la cooperativa debería figurar que la titularidad pertenece a 
ambas personas. Cuando se lleva a cabo el sorteo de las viviendas y pasamos a habitar, una vez 
terminada la construcción, se entrega un contrato de uso y goce a cada familia y lo firma el titular. En 
este caso, ese elemento legal, que es el que establece la relación entre la familia y la cooperativa, lo 
firmarían las dos personas que figurarían como titulares de esa vivienda. 


SEÑORA ZERBON!I.- La idea es que haya un tiempo de transición. Lo que le pediríamos al Ministerio 
sería una etapa para poder reformar estatutos y tal vez los contratos, sin las trabas legales que implica 
reformar el estatuto en cualquier momento. Hace unos años se abrió un período de reforma de 
estatutos y todas las cooperativas lo hicimos. Se trataría de un acuerdo así, porque lo que sí creemos 
es que tiene que ser algo discutido, aprobado y acordado en las asambleas. No puede ser una 
cuestión de que hoy pasen a ser todos cotitulares, sin discusión, porque eso nos generaría muchos 
problemas de funcionamiento. Entonces, debería haber un espacio en el cual se modifiquen los 
estatutos, se haga esta propuesta, y las cooperativas lo puedan aprobar en sus asambleas y llevarlo a 
la práctica. 


SEÑORA ASIAÍN.- Con referencia a los votos, quiero saber —-me pareció muy interesante lo de los 
votos dobles y ponderado— si también está contemplada esa posibilidad de que otro adulto pueda 
votar, porque hay núcleos familiares donde hay un hermano mayor, está la mamá, etcétera. 


SEÑORA ZERBON!I.- No llegamos a un acuerdo en eso. En realidad, en las ocupaciones de tierra del 
ochenta y nueve, en la zona del este de Montevideo, las compañeras de las cooperativas Tacuabé y 
Covide, solicitaron votar. ¿Qué pasaba? Estaban ocupando las tierras, exigiendo la tierra para construir 
y la realidad era que la ocupación de día a día la sostenían las compañeras; es decir, organizar la olla, 
el campamento, la gente, salir a hacer la barriada, repartir los volantes, todo era organizado por las 
compañeras, pero al momento de la asamblea del fin de semana, no eran las titulares, no votaban, 
venían los hombres a votar. Entonces, empezaron a ver que estaban toda la semana sosteniendo las 
medidas de lucha y en el momento de decidir solo las que no tenían pareja eran las que podían votar. 
Fue así que hicieron presión y lograron establecer que todas votaran en ese espacio, o sea, que todos 
los presentes en la asamblea pudieran votar; obviamente que no lo podían hacer los hijos ni los 
menores. Esto fue lo que ellas lograron establecer en ese momento, duró y por lo que transmiten las 
compañeras les sirvió para intervenir y poner su punto de vista sobre la mesa, pero cuando se 
terminaron las ocupaciones de tierra se volvió al régimen anterior. En algunas cooperativas como 
Covide todavía se mantiene el voto de ambas partes del núcleo familiar. Lo que ellas decían era que, si 
bien en realidad usaban la misma casa, pensaban, participaban e intervenían de manera diferente y la 
idea sería opinar y participar de la asamblea de la misma forma con su voto. Claro está que ello implica 
también hacerse cargo de las obligaciones, es decir, que si uno no puede concurrir a la asamblea, sí o 
sí, tiene que asistir la otra parte. 


SEÑOR FÍGOLI.- Este último aspecto que se menciona nos coloca, sobre todo a los abogados, ante 
una situación difícil de resolver técnicamente. Por eso, de pronto, tenemos algunas diferencias de 
opinión que, por suerte, las podemos solventar tranquilamente y el tiempo también ayudará para que 
vaya madurando la situación. Como bien decía la señora Zerboni, también estamos planteando en el 
ministerio que haya un período de adaptación, de transcurso, lo más pacífico posible, de una situación 
a otra, una vez que se apruebe. 


SEÑORA ZERBON!.- Está el voto ponderado, que es otra solución; tal vez, sea la más fácil. 


SEÑOR GALLICCHIO.- En cuanto al proyecto presentado por el Poder Ejecutivo que consta de dos 
artículos y que, seguramente, nuestros invitados los deben conocer —porque han dicho que han tenido 
una intervención con los técnicos del ministerio-, concretamente, quiero saber si tienen alguna 
observación especial que hacer. 


SEÑORA ZERBON!.- Por un lado, quiero hacer una observación muy mínima de un literal en el que se 
plantea como que el derecho a la permanencia en el hogar corresponde a la persona no agredida. Esta 
nos parece que es una forma muy rebuscada de decir que quien se tiene que ir es el agresor. Creemos 
que establecer que permanece la parte no agresora, es como buscarle el pelo al huevo, porque 
directamente queremos que diga que el agresor debe retirarse del hogar. 


Por otra parte, nos parece filoso que constantemente se planteé que se retirará del hogar, sin 
perjuicio de las partes sociales; es más, el último artículo que creo es el 119 se cierra planteando eso. 
Entonces, incluso si se arregla lo del capital social y la mujer pasa a ser la titular, la situación lleva a 
que genere una deuda con él, de por vida, del cincuenta por ciento del capital social. Creemos que este 
tema debe ser analizado, porque lo que estamos discutiendo es un tema de derecho a la vivienda, de 
permanecer en el hogar y de vivir dignamente sin que nadie sea agredido psicológica, emocional ni 
físicamente. De ahí, pues, nuestra idea de que se reglamente lo relativo al capital social y a las partes. 
A este respecto, pensamos que se podría aplicar la ley de cupos libres, por la que se otorgan 
préstamos a veinticinco años para nuevos socios de cooperativas ya habitadas. De esa forma, la mujer 
podría devolver al agresor su capital social. Por este mecanismo, el Ministerio podría prestar a la 
cooperativa el 50 % que le corresponde a la persona que ejerció violencia para que, a su vez, esta le 
pague su cuota y se vaya. De esta forma, quedaría como única titular la persona agredida, con el cargo 
de devolverle al Ministerio ese préstamo en 25 años. Si no se resuelve de alguna manera la parte 
social, quien es agredido siempre tendrá una deuda con su agresor, más allá de lo que establezcan las 
leyes. Por más que se garantice la cotitularidad, por ejemplo, si la mujer se ve obligada a darle la plata 
y no la tiene, la injusticia permanece. 


Muchas compañeras nos han dicho que, por lo general, las mujeres toleran la violencia 
doméstica 18 o 20 años por no irse con sus hijos a vivir debajo de un puente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La situación económica las lleva a tener que soportar violencia doméstica? 


SEÑORA ZERBON!I.- Exacto, más que nada es por la vivienda. Se puede conseguir un trabajo o, 
incluso, la asignación de los niños, pero una casa es algo muy difícil. 


SEÑORA ASIAÍN.- Me gustaría aprovechar la presencia de nuestros invitados para decir que, ya que 
van a elaborar un documento en el que plasmarán sus ideas, tengan en cuenta que existe un régimen 
general que otorga cierta preferencia a quienes tienen hijos a su cargo con respecto a la permanencia 
en el inmueble. No parece justo que este sistema rija para otras situaciones y no en el ámbito de las 
cooperativas. Planteo esto a modo de sugerencia. 


SEÑOR FÍGOLI.- Estos son todos aspectos a contemplar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial les agradece la presencia 
en este ámbito. 


SEÑOR FÍGOLI.- Los agradecidos somos nosotros y quedamos en enviarles la documentación 
correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Son las 17:08). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


